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1. Según el artículo 23.2 de la LOPDGDD, ¿qué información debe publicar la autoridad de control en 
su sede electrónica respecto a los sistemas de exclusión publicitaria? 

a) Los datos de contacto de todos los ciudadanos incluidos en dichos sistemas. 

b) Los algoritmos de filtrado utilizados por las empresas de mercadotecnia. 

c) Los costes de mantenimiento anual de los ficheros de exclusión. 

d) Una relación de los sistemas de esta naturaleza que le hubieran sido comunicados. 

2. De acuerdo con el artículo 35 de la LOPDGDD, ¿qué se tendrá particularmente en cuenta en los 
mecanismos de certificación para demostrar la cualificación del delegado de protección de datos? 

a) La antigüedad mínima de diez años en puestos de gestión de la Administración Pública. 

b) La obtención de una titulación universitaria que acredite conocimientos especializados en 
el derecho y la práctica. 

c) Haber superado un examen específico convocado anualmente por el Ministerio de Justicia. 

d) Poseer un máster en ciberseguridad reconocido por la Agencia Española de Protección de 
Datos. 

3. En el supuesto de transferencias internacionales de datos basadas en intereses legítimos 
imperiosos (Art. 43 LOPDGDD), ¿qué obligación de información recae sobre los responsables? 

a) Solo están obligados a informar a la Agencia Española de Protección de Datos de forma 
trimestral. 

b) Informar a la autoridad de protección de datos y a los afectados de la transferencia y de 
los intereses legítimos imperiosos perseguidos. 

c) Solicitar una autorización judicial previa a la realización de cualquier tipo de transferencia. 

d) Informar únicamente a los representantes legales de los trabajadores de la entidad 
exportadora. 

4. Según el artículo 5.4 de la Ley 39/2015, ¿cómo puede acreditarse válidamente la representación 
en el procedimiento administrativo? 

a) Exclusivamente mediante poder notarial original o copia autorizada electrónica. 

b) Únicamente mediante comparecencia personal del interesado ante el órgano instructor. 

c) Mediante cualquier medio válido en Derecho, apoderamiento apud acta o inscripción en 
registro electrónico de apoderamientos. 

d) Solo mediante declaración jurada firmada electrónicamente por el representante y el 
representado. 
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5. ¿Qué establece el artículo 6.2 de la Ley 39/2015 respecto a los registros electrónicos de 
apoderamientos de las distintas Administraciones? 

a) Cada Administración gestionará su registro de forma estanca e independiente para 
garantizar la seguridad. 

b) Deberán ser plenamente interoperables entre sí, garantizando su interconexión y 
compatibilidad informática. 

c) Los registros locales solo serán consultables por funcionarios habilitados del mismo 
municipio. 

d) La interoperabilidad es facultativa y dependerá de los recursos técnicos disponibles en 
cada ente. 

6. En relación con la prórroga de los poderes inscritos en el registro, el artículo 6.6 de la Ley 39/2015 
determina que: 

a) Los poderes son indefinidos por naturaleza y no requieren de ninguna prórroga posterior. 

b) La prórroga es automática por períodos sucesivos de un año si no hay revocación expresa. 

c) Debe otorgarse antes de la finalización del plazo y su validez máxima volverá a ser de cinco 
años. 

d) Solo cabe una única prórroga extraordinaria por un plazo máximo de dos años. 

7. Según el artículo 10.4 de la Ley 39/2015, ¿en qué circunstancia pueden las Administraciones 
admitir los sistemas de identificación como sistema de firma? 

a) Solo cuando la normativa reguladora aplicable lo disponga de manera expresa. 

b) En cualquier trámite ordinario que no suponga un reconocimiento de deuda económica. 

c) Siempre que el interesado no disponga de un certificado digital de firma electrónica 
cualificada. 

d) De forma generalizada para todos los procedimientos de tramitación simplificada. 

8. De acuerdo con el artículo 41.1 de la Ley 39/2015, los interesados que no estén obligados a 
relacionarse electrónicamente con la Administración: 

a) Deben mantener el medio elegido inicialmente (papel o electrónico) durante todo el 
procedimiento. 

b) Solo pueden cambiar de medio si justifican fehacientemente la falta de medios técnicos 
suficientes. 

c) Solo pueden solicitar el cambio al medio electrónico una vez finalizada la fase de 
instrucción. 

d) Pueden decidir en cualquier momento que las notificaciones sucesivas se practiquen o 
dejen de practicarse por medios electrónicos. 
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9. ¿Cuál es un límite expreso a la adopción de medidas provisionales según el artículo 56.4 de la Ley 
39/2015? 

a) Las medidas provisionales no pueden tener una duración superior a quince días hábiles. 

b) No se podrán adoptar medidas que causen perjuicio de difícil o imposible reparación o que 
impliquen violación de derechos. 

c) Deben ser ratificadas por el Ministerio Fiscal antes de su ejecución material. 

d) Únicamente podrán consistir en el depósito de fianzas económicas en la caja general de 
depósitos. 

10. El principio de tipicidad continuada recogido en el artículo 63.3 de la Ley 39/2015 impide: 

a) Sancionar dos veces un mismo hecho que constituye una infracción administrativa única. 

b) Iniciar nuevos procedimientos sancionadores por una infracción continuada sin que haya 
recaído resolución ejecutiva previa. 

c) Aplicar de forma retroactiva una norma sancionadora a hechos cometidos bajo una norma 
anterior. 

d) Imponer sanciones económicas que superen la cuantía máxima fijada en la ley de régimen 
jurídico. 

11. ¿Cuál de las siguientes constituye una causa de terminación del procedimiento administrativo 
según el artículo 84.1 de la Ley 39/2015? 

a) La resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho y la declaración de caducidad. 

b) Únicamente la resolución expresa y el silencio administrativo de carácter positivo. 

c) El fallecimiento accidental del instructor asignado al expediente administrativo. 

d) La decisión del órgano de trasladar el expediente a otra Administración por falta de 
medios. 

12. Según el artículo 114.2.b) de la Ley 39/2015, en el ámbito de la Administración General del Estado 
ponen fin a la vía administrativa los actos de: 

a) Los Subdirectores Generales y los Jefes de Servicio en materias de gestión ordinaria. 

b) Los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen 
atribuidas como propias. 

c) Exclusivamente las resoluciones dictadas por el Presidente del Gobierno en Consejo de 
Ministros. 

d) Los Delegados del Gobierno cuando actúan por delegación expresa de la Jefatura del 
Estado. 
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13. De acuerdo con el artículo 118.2 de la Ley 39/2015, ¿qué actuación debe realizar obligatoriamente 
la Administración si en un recurso administrativo existen otros interesados además del recurrente? 

a) Notificarles únicamente el sentido de la resolución final del recurso. 

b) Darles traslado del recurso para que, en un plazo de diez a quince días, aleguen lo que 
estimen procedente. 

c) Solicitarles un informe preceptivo y vinculante antes de admitir el recurso. 

d) Comunicarles el inicio de un nuevo procedimiento sancionador independiente. 

14. Según establece la regla general del artículo 122.2 de la Ley 39/2015, ¿cuál es el efecto del 
silencio administrativo en el recurso de alzada una vez transcurrido el plazo máximo para resolver? 

a) Se entenderá desestimado el recurso. 

b) Se entenderá estimado por silencio positivo en todo caso. 

c) Produce la caducidad y el archivo inmediato de las actuaciones. 

d) Se entenderá que la competencia ha sido avocada por el órgano superior. 

15. Conforme a lo dispuesto en el artículo 132.2 de la Ley 39/2015, ¿dónde debe publicarse 
obligatoriamente el Plan Anual Normativo una vez que ha sido aprobado? 

a) En el Boletín Oficial de la Provincia correspondiente al domicilio de la sede. 

b) Exclusivamente en el Diario Oficial de la Unión Europea por razones de transparencia. 

c) En el tablón de anuncios físico de la oficina de atención al ciudadano. 

d) En el Portal de la Transparencia de la Administración Pública correspondiente. 

16. De acuerdo con la Normativa de la Sede Electrónica de la UPV, ¿cuál de los siguientes sujetos 
NO está obligado a relacionarse electrónicamente con la universidad? 

a) Las personas físicas generales que no hayan optado voluntariamente por el medio 
electrónico. 

b) El personal de las fundaciones, instituciones u organismos dependientes de la UPV. 

c) El alumnado matriculado en enseñanzas conducentes a títulos de carácter oficial. 

d) Las personas que representen a un interesado que esté obligado a la relación electrónica. 
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17. En relación con el envío de correos electrónicos firmados en la UPV mediante Microsoft Outlook, 
¿cuándo se producirá un error técnico de firma? 

a) Si existe una coincidencia estricta entre la cuenta de correo y el nombre alternativo del 
sujeto en el certificado. 

b) Cuando el mensaje tenga un tamaño superior a los 2 megabytes de capacidad. 

c) Si el usuario intenta enviar el correo desde un dispositivo móvil con sistema Android. 

d) Cuando se utilice el algoritmo de cifrado AES-256 en lugar del estándar S/MIME. 

18. Según las instrucciones técnicas para la configuración de Microsoft Outlook 365 en la UPV, ¿a 
través de qué ruta se gestiona la seguridad S/MIME? 

a) Archivo -> Configuración -> Correo -> S/MIME. 

b) Herramientas -> Seguridad -> Certificados cualificados. 

c) Configuración de cuenta -> Privacidad -> Firma digital. 

d) Insertar -> Sello electrónico -> Configuración avanzada. 

19. Conforme al artículo 8.3 de la Ley 40/2015, si una disposición atribuye competencia a una 
Administración sin especificar el órgano que debe ejercerla, se entenderá que esta corresponde: 

a) Al titular de la Jefatura del Estado o al Presidente del Gobierno. 

b) Directamente al órgano superior jerárquico de la estructura ministerial. 

c) Al Consejo de Ministros como órgano colegiado superior de la Administración. 

d) A los órganos inferiores por razón de la materia y el territorio; si existen varios, al superior 
jerárquico común. 

20. En relación con la avocación de competencias, el artículo 10.2 de la Ley 40/2015 establece que 
su formalización requiere: 

a) Una comunicación verbal inmediata al órgano delegado para que cese en sus funciones. 

b) Un informe previo y favorable del Consejo de Estado sobre la idoneidad del asunto. 

c) La publicación obligatoria en el Boletín Oficial del Estado en un plazo de tres días. 

d) Un acuerdo motivado que deberá ser notificado a los interesados antes o simultáneamente 
a la resolución final. 
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21. Según establece el artículo 72.3 de la Ley 40/2015, los Delegados del Gobierno en las 
Comunidades Autónomas: 

a) Tienen rango de Director General y dependen exclusivamente del Ministerio de Hacienda. 

b) Ostentan rango de Ministro y dependen orgánicamente del Congreso de los Diputados. 

c) Tienen rango de Subsecretario, dependen orgánicamente de la Presidencia del Gobierno y 
funcionalmente del Ministerio competente. 

d) Dependen exclusivamente del Presidente de la respectiva Comunidad Autónoma por 
razones de territorio. 

22. De acuerdo con el artículo 73.1.b.4º de la Ley 40/2015, ¿qué informe debe elevar anualmente el 
Delegado del Gobierno al Ejecutivo? 

a) Un balance sobre la ejecución de los fondos estructurales de la Unión Europea en la región. 

b) Un informe sobre el funcionamiento de los servicios públicos estatales en la Comunidad 
Autónoma. 

c) Una memoria sobre el estado de las carreteras y vías férreas de competencia local. 

d) Un informe técnico sobre la idoneidad de los candidatos a delegaciones de defensa. 

23. Conforme al artículo 116.1 de la Ley 40/2015, el órgano competente para atribuir la tutela 
funcional de una sociedad mercantil estatal (SME) a un Ministerio específico es: 

a) El Ministro de Hacienda y Función Pública mediante Orden Ministerial. 

b) La Intervención General de la Administración del Estado previa auditoría. 

c) El Consejo de Ministros. 

d) La Junta de Accionistas de la sociedad por mayoría cualificada. 

24. Según el artículo 120.4 de la Ley 40/2015, en caso de cambio de adscripción de una entidad, la 
modificación de sus estatutos deberá producirse en un plazo máximo de: 

a) Tres meses contados desde la entrada en vigor del real decreto de reestructuración. 

b) Un año natural a partir de la notificación fehaciente al órgano de dirección. 

c) Seis meses desde el inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquel en que se produjo 
el cambio. 

d) Dos meses desde que el Ministerio de Hacienda emita el informe de sostenibilidad 
financiera. 
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25. Según el artículo 145.4 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, ¿cómo pueden 
adoptar acuerdos los órganos de cooperación de forma simplificada? 

a) Únicamente mediante reunión presencial con la asistencia del total de sus miembros 
portavoces. 

b) Mediante la delegación expresa y permanente de la firma en la Secretaría del órgano 
colegiado. 

c) Por decisión unilateral de la Administración General del Estado en materias de su 
competencia exclusiva. 

d) A través de un procedimiento simplificado y por suscripción sucesiva de las partes, salvo 
oposición de alguna de ellas. 

26. De acuerdo con el artículo 17.2.j) de la Ley 1/2022 de Transparencia de la Comunitat Valenciana, 
la Administración de la Generalitat debe publicar información sobre: 

a) Los beneficios fiscales otorgados o reconocidos directamente por la Generalitat. 

b) Las exenciones de tasas municipales aprobadas por las Entidades Locales de su territorio. 

c) El listado de deudores tributarios cuya deuda haya sido declarada como incobrable. 

d) Las subvenciones concedidas exclusivamente a partidos políticos y organizaciones 
sindicales. 

27. Según el artículo 33.2 de la Ley 1/2022 de Transparencia de la Comunitat Valenciana, cuando la 
información solicitada no haya sido elaborada íntegramente por el órgano que recibe la solicitud: 

a) Se informará al solicitante y se dará traslado a los otros órganos para decidir, dictándose 
una única resolución conjunta. 

b) Se inadmitirá la solicitud por falta de competencia, instando al interesado a presentar 
nuevas solicitudes parciales. 

c) El órgano receptor resolverá sobre la totalidad de la información basándose en el principio 
de eficacia. 

d) Se denegará el acceso a la parte no elaborada por el órgano para garantizar la protección 
de datos. 
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28. Conforme al artículo 38.3 de la Ley 1/2022 de Transparencia de la Comunitat Valenciana, la 
reclamación ante el Consejo Valenciano de Transparencia: 

a) Es un trámite obligatorio y previo a la interposición de cualquier recurso administrativo 
ordinario. 

b) Tiene carácter acumulativo, debiendo presentarse junto con el recurso de reposición ante 
el mismo órgano. 

c) Tendrá carácter sustitutivo de los recursos administrativos ordinarios, de acuerdo con la 
Ley 39/2015. 

d) Solo podrá interponerse cuando el valor de la información solicitada sea superior a los 
3.000 euros. 

29. Según establece el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 3/2007 para la igualdad efectiva, ¿qué se 
considera específicamente como acoso sexual? 

a) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona que sea 
degradante. 

b) La diferencia retributiva no justificada entre hombres y mujeres por trabajos de igual valor. 

c) Cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que atenta contra la 
dignidad de una persona. 

d) La orden de discriminar a una mujer por el simple hecho de haber manifestado su 
embarazo. 

30. En relación con la indemnidad frente a represalias recogida en el artículo 9 de la Ley Orgánica 
3/2007, ¿qué consideración tiene el trato adverso por exigir la igualdad? 

a) Se considerará discriminación por razón de sexo. 

b) Se califica como una práctica administrativa irregular, pero no constitutiva de 
discriminación. 

c) Constituye un supuesto de acoso por razón de sexo si se produce dentro del ámbito laboral. 

d) Es una infracción penal leve que debe ser denunciada ante la Fiscalía General del Estado. 

31. De acuerdo con el artículo 12.3 de la Ley Orgánica 3/2007, en los litigios que versen sobre acoso 
sexual y acoso por razón de sexo: 

a) La legitimación corresponde a cualquier persona física o jurídica que tenga un interés 
legítimo. 

b) Podrán personarse únicamente las organizaciones sindicales más representativas del 
sector. 

c) El Ministerio Fiscal asumirá la representación legal de la víctima independientemente de 
su voluntad. 

d) La persona acosada será la única legitimada. 
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32. Según el artículo 17 de la Ley Orgánica 3/2007, ¿a qué órgano corresponde la aprobación 
periódica del Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades? 

a) A las Cortes Generales mediante la aprobación de una Ley de Bases específica. 

b) Al Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado. 

c) Al Instituto de la Mujer, previa consulta con el Consejo de Participación de la Mujer. 

d) A la Conferencia Sectorial de la Mujer mediante acuerdo multilateral vinculante. 

33. De acuerdo con los fines del sistema educativo recogidos en la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas 
de Protección contra la Violencia de Género, se incluirá: 

a) La formación técnica en defensa personal para el alumnado de educación secundaria. 

b) El estudio pormenorizado de la legislación procesal penal en todos los niveles educativos. 

c) La educación en el respeto de los derechos, la igualdad entre hombres y mujeres y el 
ejercicio de la tolerancia. 

d) Únicamente el fomento de la corresponsabilidad en el ámbito doméstico para el personal 
docente. 

34. Según el artículo 4.7 de la Ley Orgánica 1/2004, las Universidades deben: 

a) Fomentar la docencia e investigación en igualdad de género de forma transversal en todos 
los ámbitos académicos. 

b) Crear facultades específicas de estudios de género separadas del resto de áreas de 
conocimiento. 

c) Garantizar la gratuidad de la matrícula para todas las mujeres víctimas de violencia de 
género. 

d) Establecer cuotas de género obligatorias para el acceso a las cátedras de ciencias de la 
salud. 

35. En relación con la atención a las víctimas, el artículo 17.3 de la Ley Orgánica 1/2004 establece 
que, ante situaciones excepcionales que dificulten el acceso a los servicios: 

a) Los plazos de prescripción de los hechos se suspenderán hasta que se restablezca la 
normalidad. 

b) Las víctimas deberán ser derivadas a centros privados con cargo a su propio patrimonio. 

c) La Administración queda exenta de responsabilidad si la situación es debida a fuerza 
mayor. 

d) Las Administraciones deben adoptar medidas para garantizar el funcionamiento y 
adaptación de los servicios. 
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36. Dentro de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo, ¿cuál es la consideración de la 
jurisprudencia según la doctrina general tratada en el Tema 18? 

a) Es una fuente directa y primaria situada jerárquicamente por encima de los reglamentos. 

b) No es fuente del derecho en sentido estricto, pero complementa el ordenamiento con la 
doctrina del Tribunal Supremo. 

c) Tiene carácter vinculante para todos los ciudadanos desde su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado. 

d) Es una fuente escrita que puede derogar leyes orgánicas si existe una reiteración de tres 
sentencias. 

37. En relación con el control parlamentario de los Decretos-leyes establecido en el artículo 86.2 de 
la Constitución Española, ¿cuál es el procedimiento para su convalidación o derogación? 

a) Deben ser sometidos a debate y votación de totalidad en las Cortes Generales, reunidas 
en sesión conjunta, en el plazo de 30 días tras su promulgación. 

b) Deben ser sometidos a debate y votación de totalidad en el Congreso de los Diputados en 
el plazo de 30 días; el Senado no participa en este proceso. 

c) Requieren la aprobación por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados y posterior 
ratificación del Senado en el plazo máximo de 20 días hábiles. 

d) Deben ser remitidos al Tribunal Constitucional para un control previo de constitucionalidad 
antes de ser votados por la Comisión Legislativa Permanente. 

38. De acuerdo con la doctrina general sobre las fuentes del derecho administrativo, ¿en qué 
consiste el límite de la interdicción de la arbitrariedad en el ejercicio de la potestad reglamentaria? 

a) En la prohibición de dictar normas que afecten a la libertad de pactos en los contratos del 
sector público estatal. 

b) En la obligación de que las disposiciones reglamentarias respeten los hechos 
determinantes y los principios generales del Derecho. 

c) En la imposibilidad de que un reglamento sea modificado por una ley posterior sin el 
dictamen previo del Consejo de Estado. 

d) En la reserva absoluta de ley para todas aquellas materias que tengan incidencia en el 
patrimonio de las personas físicas. 
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39. Según el procedimiento de elaboración de los reglamentos, ¿cuál es la finalidad y el momento 
de realización del trámite de consulta pública previa? 

a) Es un trámite facultativo que se realiza tras la aprobación del borrador para que los 
ciudadanos presenten alegaciones técnicas. 

b) Se realiza obligatoriamente mediante una comparecencia física en la sede del Ministerio 
antes de remitir el texto al Consejo de Ministros. 

c) Es un informe técnico que debe emitir el servicio jurídico sobre la idoneidad de la norma 
una vez redactado el texto definitivo. 

d) Es un trámite obligatorio realizado a través del portal web antes de redactar el borrador 
de la norma para recabar la opinión de los afectados. 

40. ¿Cuál es la función y contenido esencial de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) 
en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas de carácter general? 

a) La Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) es un documento preceptivo que 
debe evaluar la oportunidad de la norma, su impacto económico y presupuestario, así como 
los impactos por razón de género, garantizando la adecuación a los principios de buena 
regulación. 

b) La Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) es un documento facultativo que 
debe evaluar la oportunidad de la norma, su impacto económico y presupuestario, así como 
los impactos por razón de género, garantizando la adecuación a los principios de buena 
regulación. 

c) La Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) es un documento preceptivo que 
debe evaluar la oportunidad de la norma, su impacto económico y presupuestario, sin 
necesidad de incluir impactos por razón de género, garantizando la adecuación a los 
principios de buena regulación. 

d) La Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) es un documento preceptivo que 
debe evaluar la oportunidad de la norma, su impacto exclusivamente económico y 
presupuestario, así como los impactos por razón de género, garantizando la adecuación a los 
principios de buena regulación. 

41. Según establece el artículo 8 de la Ley 9/2017 (LCSP), en relación con los negocios y contratos 
excluidos en el ámbito de la I+D, ¿cuándo se considerará que un contrato de investigación y 
desarrollo NO está excluido de la ley? 

a) Cuando el servicio prestado sea financiado mediante fondos procedentes de programas 
marco de la Unión Europea en más de un 50 por ciento. 

b) Siempre que el adjudicatario sea una Universidad Pública o un organismo oficial de 
investigación del Estado debidamente acreditado. 

c) Cuando los beneficios pertenezcan exclusivamente al poder adjudicador para su propia 
actividad y el servicio sea remunerado íntegramente por este. 

d) En ningún caso, ya que los contratos de investigación y desarrollo están excluidos de forma 
absoluta independientemente de su financiación. 
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42. Conforme a lo dispuesto en el artículo 87.1.a) de la Ley 9/2017 (LCSP), cuando un contrato se 
encuentre dividido en lotes, ¿cómo se aplica el criterio de solvencia económica y financiera relativo 
al volumen anual de negocios? 

a) El volumen de negocios mínimo exigido se aplicará de forma global sumando el valor 
estimado de la totalidad de los lotes que componen el contrato. 

b) El criterio se aplica en relación con cada uno de los lotes, pudiendo referirse a grupos de 
lotes si se adjudican varios que deban ejecutarse al mismo tiempo. 

c) El licitador deberá acreditar la solvencia exigida para el lote de mayor cuantía, 
entendiéndose cumplida para el resto de los lotes menores. 

d) La solvencia se reducirá proporcionalmente al número de lotes, dividiendo el volumen de 
negocios total exigido entre el número de lotes ofertados. 

43. De acuerdo con el artículo 115.1 de la Ley 9/2017 (LCSP), sobre las consultas preliminares del 
mercado, los órganos de contratación podrán valerse del asesoramiento de terceros, pudiendo ser 
estos: 

a) Únicamente expertos o autoridades independientes que no mantengan ninguna relación 
comercial previa con el sector público estatal. 

b) Expertos, autoridades independientes, colegios profesionales, o, incluso con carácter 
excepcional, operadores económicos activos en el mercado. 

c) Cualquier ciudadano que acredite un interés legítimo, previa suscripción de un 
compromiso de confidencialidad y no divulgación de datos. 

d) Exclusivamente personal al servicio de la Administración General del Estado con nivel de 
Jefe de Área o superior en materias de contratación. 

44. En relación con las garantías, el artículo 109.2 de la Ley 9/2017 (LCSP) determina que si se hacen 
efectivas penalidades sobre la garantía, el contratista está obligado a reponerla: 

a) En el plazo de quince días desde la ejecución de las penalidades sobre la garantía, bajo 
apercibimiento de resolución del contrato. 

b) En el plazo de diez días hábiles contados a partir del requerimiento fehaciente efectuado 
por la Intervención Delegada correspondiente. 

c) Dentro del mes siguiente a la notificación de la liquidación final de la obra, incrementando 
el importe con los intereses de demora. 

d) En cualquier momento antes de la firma del acta de recepción de conformidad de los 
bienes, suministros o servicios prestados. 
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45. ¿Cuáles son los límites establecidos en el artículo 133.1 de la Ley 9/2017 (LCSP) respecto al 
deber de confidencialidad que asume el órgano de contratación sobre la información facilitada por 
los licitadores? 

a) El deber de confidencialidad es absoluto y el órgano de contratación no podrá facilitar 
acceso a ningún documento del expediente de contratación a licitadores que hayan sido 
excluidos del proceso de selección. 

b) El deber de confidencialidad del órgano de contratación no podrá afectar a los documentos 
públicos, a las liquidaciones, a los plazos finales del contrato, pero sí a todas las partes de la 
oferta técnica. 

c) El deber de confidencialidad del órgano de contratación no podrá afectar en ningún caso a 
documentos públicos, liquidaciones, plazos finales ni a partes esenciales de la oferta que 
deban conocerse para garantizar la transparencia. 

d) El deber de confidencialidad del órgano de contratación no podrá afectar a los documentos 
públicos, a las liquidaciones del contrato, a los plazos finales del contrato, debiendo guardar 
secreto sobre la totalidad de la oferta. 

46. Conforme al artículo 153.3 de la Ley 9/2017 (LCSP), en los contratos que no sean susceptibles de 
recurso especial en materia de contratación, ¿cuál es el plazo para proceder a su formalización? 

a) En el plazo de diez días naturales contados desde el día siguiente a la publicación de la 
adjudicación definitiva en el perfil del contratante. 

b) Dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que se reciba el informe de 
fiscalización favorable por parte de la Intervención. 

c) En el plazo de un mes a partir de la fecha de notificación de la adjudicación, prorrogable 
por otros quince días en contratos de suministros. 

d) En el plazo máximo de quince días hábiles siguientes a aquel en que se realice la 
notificación de la adjudicación a los licitadores y candidatos. 

47. Según establece el artículo 212.1 de la Ley 9/2017 (LCSP), sobre la aplicación de las causas de 
resolución, ¿quién ostenta la legitimación para solicitar la resolución del contrato por impago de 
salarios por parte del contratista? 

a) El órgano de contratación de oficio, previa auditoría laboral que acredite que la deuda 
salarial es superior al 10 por ciento del precio. 

b) Cualquier trabajador de forma individual mediante la presentación de una reclamación 
previa ante la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

c) Únicamente el Ministerio de Trabajo y Economía Social tras la apertura de un expediente 
sancionador por infracción muy grave de la ley laboral. 

d) Con carácter general, solo a instancia de los representantes de los trabajadores de la 
empresa contratista que participen en la ejecución. 
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48. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 243.3 de la Ley 9/2017 (LCSP), ¿cuándo debe 
redactarse el informe del Director facultativo sobre el estado de las obras para la extinción de la 
responsabilidad del contratista? 

a) Debe redactarse en los quince días anteriores al cumplimiento del plazo de garantía fijado 
en el contrato. 

b) En los diez días naturales siguientes a la finalización del plazo de garantía para verificar 
la inexistencia de vicios ocultos. 

c) En el momento de la firma del acta de recepción, como trámite previo y obligatorio para 
iniciar el cómputo del plazo de garantía. 

d) Treinta días antes de que finalice el ejercicio presupuestario en el que se haya producido 
la entrega efectiva de la obra. 
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Soluciones 
1 d El artículo 23.2 de la LOPDGDD establece que la autoridad de control competente hará 

pública en su sede electrónica una relación de los sistemas de exclusión publicitaria que 
le fueran comunicados. 

2 b El artículo 35 de la LOPDGDD dispone que los mecanismos de certificación tendrán 
particularmente en cuenta la obtención de una titulación universitaria que acredite 
conocimientos especializados en el derecho y la práctica en materia de protección de 
datos. 

3 b El artículo 43 de la LOPDGDD obliga a informar a la autoridad de protección de datos 
competente y a los afectados tanto de la transferencia como de los intereses legítimos 
imperiosos perseguidos. 

4 c El artículo 5.4 de la LPAC establece que la representación podrá acreditarse por cualquier 
medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna, apud acta o inscripción en registro 
electrónico. 

5 b El artículo 6.2 de la LPAC impone la obligación de interoperabilidad, interconexión y 
compatibilidad informática entre todos los registros de apoderamientos de las 
Administraciones Públicas. 

6 c Según el artículo 6.6 de la LPAC, el poderdante puede prorrogar el poder antes de su 
vencimiento, teniendo las prórrogas una validez determinada máxima de cinco años. 

7 a El artículo 10.4 de la LPAC establece que se admitirán los sistemas de identificación como 
sistema de firma solo cuando la normativa reguladora aplicable lo disponga 
expresamente. 

8 d El artículo 41.1 de la LPAC permite a los interesados no obligados decidir y modificar en 
cualquier momento el medio (electrónico o no) para las notificaciones sucesivas. 

9 b El artículo 56.4 de la LPAC prohíbe taxativamente la adopción de medidas provisionales 
que puedan causar perjuicios de difícil o imposible reparación o violen derechos. 

10 b El artículo 63.3 de la LPAC impide la iniciación de nuevos procedimientos sancionadores 
por hechos que constituyan infracción continuada mientras no exista una resolución 
sancionadora ejecutiva previa. 

11 a El artículo 84.1 de la LPAC enumera como causas de terminación la resolución, el 
desistimiento, la renuncia al derecho y la declaración de caducidad, además de la 
imposibilidad material de continuarlo. 

12 b El artículo 114.2.b) de la LPAC dispone que ponen fin a la vía administrativa los actos de 
los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de sus competencias propias. 

13 b El artículo 118.2 de la LPAC establece que, si hubiera otros interesados, se les dará 
traslado del recurso para que, en el plazo de diez a quince días, aleguen cuanto estimen 
procedente. 

14 a El artículo 122.2 de la LPAC dispone que, transcurrido el plazo de tres meses sin que 
recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto 
específico del artículo 24.1 párrafo tercero. 

15 d El artículo 132.2 de la LPAC señala que, una vez aprobado, el Plan Anual Normativo se 
publicará en el Portal de la Transparencia de la Administración Pública correspondiente. 

16 a Según el artículo 6.2.a) de la Normativa de la Sede de la UPV, no están obligadas las 
personas físicas que no pertenezcan a la comunidad universitaria y no hayan optado por 
el medio electrónico. 

17 a Tal como se detalla en el manual técnico del Tema 13 (página 20), Outlook arrojará un 
error de firma si no hay coincidencia entre la dirección configurada y el campo "Subject 
Alternative Name" del certificado. 

18 a La guía técnica de configuración para Outlook 365 (Tema 13, página 21) indica que la ruta 
correcta para configurar S/MIME es Archivo -> Configuración -> Correo -> S/MIME. 
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19 d El artículo 8.3 de la LRJSP establece que la competencia corresponderá a los órganos 
inferiores por materia y territorio, y si hay varios, al superior jerárquico común de estos. 

20 d El artículo 10.2 de la LRJSP determina que la avocación se realizará mediante acuerdo 
motivado notificado a los interesados con anterioridad o simultáneamente a la resolución 
final. 

21 c El artículo 72.3 de la LRJSP define el rango de Subsecretario para los Delegados del 
Gobierno, fijando su dependencia orgánica en Presidencia y la funcional en el Ministerio 
competente por la materia. 

22 b El artículo 73.1.b) de la LRJSP señala que el Delegado eleva anualmente al Gobierno, a 
través del Ministerio de Hacienda, un informe sobre el funcionamiento de los servicios 
públicos estatales. 

23 c El artículo 116.1 de la LRJSP dispone que el Consejo de Ministros podrá atribuir la tutela 
a un Ministerio cuyas competencias guarden relación con el objeto social de la sociedad. 

24 c El artículo 120.4 de la LRJSP establece que cualquier cambio de adscripción obliga a 
adaptar los estatutos en un plazo máximo de seis meses desde el inicio del ejercicio 
siguiente a aquel en que se produjo el cambio. 

25 d El artículo 145.4 de la Ley 40/2015 establece que los órganos de cooperación podrán 
adoptar acuerdos a través de un procedimiento simplificado y por suscripción sucesiva de 
las partes, salvo que alguna de ellas se oponga. 

26 a El artículo 17.2.j) de la Ley 1/2022 dispone que la administración de la Generalitat 
publicará información sobre los beneficios fiscales otorgados o reconocidos por la misma. 

27 a El artículo 33.2 de la Ley 1/2022 señala que, en estos casos, se informará al solicitante y 
se dará traslado a los otros órganos para que decidan sobre el acceso en la parte que les 
corresponda, emitiéndose una única resolución conjunta. 

28 c El artículo 38.3 de la Ley 1/2022 establece que esta reclamación ante el Consejo tiene 
carácter sustitutivo de los recursos administrativos ordinarios de conformidad con la Ley 
39/2015. 

29 c El artículo 7.1 de la Ley Orgánica 3/2007 define el acoso sexual como cualquier 
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca 
el efecto de atentar contra la dignidad de una persona. 

30 a El artículo 9 de la Ley Orgánica 3/2007 dispone que se considerará discriminación por 
razón de sexo cualquier trato adverso derivado de la presentación de quejas o recursos 
destinados a exigir el cumplimiento de la igualdad. 

31 d El artículo 12.3 de la Ley Orgánica 3/2007 establece de forma taxativa que la persona 
acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de 
sexo. 

32 b El artículo 17 de la Ley Orgánica 3/2007 señala que corresponde al Gobierno la aprobación 
periódica de este Plan Estratégico en las materias de competencia estatal. 

33 c La Ley Orgánica 1/2004 establece en su artículo 4.1 que el sistema educativo incluirá entre 
sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la 
igualdad entre hombres y mujeres. 

34 a El artículo 4.7 de la Ley Orgánica 1/2004 dispone que las Universidades incluirán y 
fomentarán en todos los ámbitos académicos la formación, docencia e investigación en 
igualdad de género. 

35 d El artículo 17.3 de la Ley Orgánica 1/2004 obliga a las administraciones a adoptar las 
medidas necesarias para garantizar el funcionamiento y la adaptación de los servicios 
esenciales ante situaciones excepcionales. 

36 b Según la clasificación de las fuentes, la jurisprudencia no se considera una fuente de 
derecho en sentido estricto, sino que tiene como función complementar el ordenamiento 
jurídico mediante la doctrina reiterada del Tribunal Supremo. [Tema 18, 4.B] 
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37 b El artículo 86.2 de la Constitución Española dispone que los Decretos-leyes deberán ser 
sometidos inmediatamente a debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados 
en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Senado no tiene 
intervención en este trámite de convalidación. 

38 b El principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (Art. 9.3 CE) exige 
que los reglamentos no sean fruto del mero capricho, debiendo basarse en hechos reales 
y respetar los principios generales. 

39 d El procedimiento de elaboración de reglamentos exige realizar una consulta pública 
previa, a través del portal web de la Administración competente, con carácter anterior a 
la redacción del texto de la iniciativa. 

40 a La MAIN es un documento obligatorio en la tramitación reglamentaria que analiza de 
forma integral la necesidad de la norma y sus diversos impactos (económico, social, de 
género, etc.) para cumplir con los principios de buena regulación. 

41 c El artículo 8 de la LCSP establece que estos contratos están excluidos salvo que los 
beneficios pertenezcan exclusivamente al poder adjudicador para su propia actividad y el 
servicio sea remunerado íntegramente por él. 

42 b Según el artículo 87.1.a) de la LCSP, en contratos divididos en lotes el criterio se aplica 
por cada lote, salvo que se fije por grupos de lotes cuando deban ejecutarse 
simultáneamente. 

43 b El artículo 115.1 permite el asesoramiento de terceros diversos, incluyendo 
excepcionalmente a operadores económicos del mercado, para preparar correctamente 
la licitación. 

44 a La ley de contratos impone la obligación de reponer o ampliar la garantía en el plazo de 
15 días si esta se ve minorada por la ejecución de penalidades, so pena de resolución. 

45 c El artículo 133.1 de la LCSP limita la confidencialidad, excluyendo de la misma 
documentos públicos, liquidaciones, plazos y partes esenciales de la oferta que deban ser 
públicas por transparencia. 

46 d El artículo 153.3 establece que la formalización debe realizarse no más tarde de los 15 
días hábiles siguientes a la notificación de la adjudicación para este tipo de contratos. 

47 d El artículo 212.1 dispone que la resolución por impago de salarios solo se acordará, por 
regla general, a instancia de los representantes de los trabajadores del contratista. 

48 a El artículo 243.3 de la LCSP establece que el Director de la obra debe redactar este 
informe en los quince días anteriores a que expire el plazo de garantía. 
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